
Santiago de Cali, 14 de septiembre de 2023 

 
Señor 
JUEZ DE REPARTO 

 
 
REFERENCIA: ACCIÓN DE TUTELA 
ACCIONANTE: CINDY CATALINA OIDOR GARCIA C.C. 1053797229 
ACCIONADO: AGENCIA DE RENOVACION DEL TERRITORIO Y LA COMISION 
NACIONAL DEL SERVICIO CIVIL CNSC 

 

Cordial saludo. 

 
Por medio del presente escrito y de manera muy respetuosa, CINDY CATALINA 
OIDOR GARCÍA, identificada con cédula de ciudadanía No. 1053797229, me 
permito acudir al amparo constitucional establecido en la ACCIÓN DE TUTELA 
fundamentada en el Artículo 
86 de la Constitución Política, contra la Agencia de Renovación del Territorio y la 
Comisión Nacional del Servicio Civil CNSC por la vulneración de mis derechos 
fundamentales a LA IGUALDAD, DEBIDO PROCESO ADMINISTRATIVO (Art. 29 
C.P.) y ACCESO A CARGOS PÚBLICOS, y derechos conexos como el derecho al 
trabajo, acción de tutela que me permito sustentar en los siguientes hechos: 

 
FUNDAMENTOS DE HECHO 

 
PRIMERO.- Participé dentro del Concurso Público y Abierto de Méritos convocado 
por parte de la Comisión Nacional del Servicio Civil  y la Agencia de Renovación del 
Territorio dentro de la Convocatoria No. 1498 de 2020 - Nación 3,  ACUERDO № 
0354 de 2020, para el cargo denominado GESTOR, NIVEL PROFESIONAL, 
GRADO 16, OPEC 147212, en la planta de personal de la AGENCIA DE 
RENOVACIÓN DEL TERRITORIO - CONCURSO ABIERTO. 
 
SEGUNDO.- Una vez superadas las etapas mediana Resolución № 262 del 17 de 
enero de 2023 que conforma y adopta la Lista de Elegibles para proveer cuarenta y 
dos (42) vacante(s) definitiva(s) del empleo denominado GESTOR, Código T1, Grado 
16, identificado con el Código OPEC No. 147212, MODALIDAD ABIERTO del Sistema 
General de Carrera Administrativa de la planta de personal de la AGENCIA DE 
RENOVACIÓN DEL TERRITORIO - ART, Proceso de Selección No. 1498 de 2020 – 
Nación 3”, ocupé la posición 40 y firmeza individual del 13 de mayo de 2023. 
 
Pantallazo con posición en lista de elegibles:  



 
 
 

TERCERO.- Como resultado de la audiencia el señor ALVARO RAMÓN 
ANTONIO MOSQUERA RAMOS identificado con cédula 14396513 quien ocupó 
posición 25 seleccionó la ciudad de Villavicencio  de la OPEC 147212 — GESTOR, 
Código T1, Grado 16, de la planta de la Agencia de Renovación del Territorio — 
ART.  
 
Pantallazo resultado de audiencia: 

 
 
 
 
 
 

 



CUARTO: Vencidos los términos establecidos en el artículo 2.2.5.1.6 del Decreto 
1083 de 2015, modificado por el artículo 1 del Decreto 648 de 2017, el señor 
ALVARO RAMÓN ANTONIO MOSQUERA RAMOS no se pronunció frente a la 
aceptación o rechazo al nombramiento efectuado mediante Resolución 000687 del 
13 de junio de 2023. En consecuencia, se efectuó la derogatoria del nombramiento 
mediante Resolución Nro 000893 de 16 de agosto de 2023.  
 
Pantallazo Resolución Nro 000893 de 16 de agosto de 2023. 
 

 
 

QUINTO:  El 4 de julio de 2023 solicité mediante derecho de petición informe de 
cada una de las 42 vacantes ofertadas, el listado de nombrados en período de 
prueba conforme a su ubicación en lista de elegibles, resultado de audiencia pública 
y respuesta de aceptación o no a dicho nombramiento.  
 

 
 
 
 
 
 



 

La Agencia de Renovación Territorial el 13 de julio respondió que “ya se realizaron 
los nombramientos de la OPEC 147212, se comunicaron y se está procediendo a 
realizar las posesiones de acuerdo a las prórrogas solicitadas”  
 

 
 

 
 

SEXTO: El 7 de agosto de 2023 radiqué derecho de petición a la agencia de 
renovación territorial y a la Comisión Nacional del Servicio Civil con asunto: 
solicitud de información sobre proceso realizado con elegibles en posición 
meritoria que no participaron en audiencias de escogencia; teniendo en cuenta 
que, el artículo 5 del Acuerdo No. 0166 de 2020 de esta entidad indica que, si por 
algún motivo el aspirante no asigna la priorización para la escogencia de la 
ubicación geográfica de las vacantes de acuerdo con su posición, dentro del plazo 
establecido en la citación, la entidad le asignará una ubicación por sorteo, dando 
cumplimiento a lo establecido en el citado Acuerdo. 
 
El 29 de agosto la Comisión Nacional del Servicio Civil respondió que “En este 
sentido, frente a las vacantes ofertadas por la entidad en el Proceso de Selección 
Nación 3, la Audiencia se llevó de conformidad con la normatividad mencionada. 
Ahora bien, en caso que, la entidad reporte vacantes que se generaron con 
posterioridad al inicio del Proceso de Selección deberá solicitar el uso de listas, la 
cual se autorizará en estricto orden de mérito”. 
 



 
 
 

SEPTIMO: el 4 de septiembre de 2023 radiqué derecho de petición con solicitud de 
uso de lista de elegibles por derogatoria de nombramiento mediante Resolución Nro. 
000893 de 16 de agosto de 2023 para cargo de GESTOR, CODIGO T1, GRADO 16, 
OPEC 147212, de la planta de personal de la AGENCIA DE RENOVACIÓN DEL 
TERRITORIO-ART modalidad abierto del Sistema General de Carrera Administrativa, 
ofertado con el Proceso de Selección No. 1498 de 2020– Nación 3 
 

 
.  
  

A la fecha no he tenido respuesta. 
 
OCTAVO: con Resolución Nro.000995 de 8 de septiembre de 2023 se hace 
nombramiento de MIGUEL ANTONIO ANDRADE LARA quien ocupó posición 44. 
Donde a la fecha yo no he tenido respuesta de derecho de petición ni se me ha 
nombrado conforme a mi posición meritoria que es la 40. 
 
 
 

 



 
 

 
Así las cosas, me permito fundamentar mi petición bajo los siguientes 

 

ARGUMENTOS CONSTITUCIONALES Y 
LEGALES 

 
DERECHO A LA IGUALDAD.- Solicito se dé aplicación igualitaria a la norma 
correspondiente (Ley 909 de 2004 – Decreto 1083 de 2015 y Decreto 491 de 2020), 
teniendo en cuenta el uso de lista de elegibles en estricto orden de mérito, donde 
solicito conforme a derogatoria y mi posición en la lista, el nombramiento en la 
vacante del señor ALVARO RAMÓN ANTONIO MOSQUERA RAMOS con 
derogatoria mediante Resolución Nro 000893 de 16 de agosto de 2023.  

 
 Lo anterior, frente a otros participantes del Concurso público de méritos del cual 
participé y a los cuales, sí se les nombró conforme a derogatoria, como es la 
posición inmediatamente anterior a la mía; siendo el trato que pretende darme  la 
entidad un TRATO DISCRIMINATORIO SIN FUNDAMENTO ALGUNO que va en 
contravía  de mis derechos, teniendo en cuenta el contenido del Artículo 13 
Constitucional, así: 



 
Artículo 13. Todas las personas nacen libres e iguales ante la ley, recibirán la 
misma protección y trato de las autoridades y gozarán de los mismos derechos, 
libertades y oportunidades sin ninguna discriminación por razones de sexo, raza, 
origen nacional o familiar, lengua, religión, opinión política o filosófica. El Estado 
promoverá las condiciones para que la igualdad sea real y efectiva y adoptará 
medidas en favor de grupos discriminados o marginados. El Estado protegerá 
especialmente a aquellas personas que por su condición económica, física o 
mental, se encuentren en circunstancia de debilidad manifiesta y sancionará los 
abusos o maltratos que contra ellas se cometan. 

 
DERECHO AL DEBIDO PROCESO ADMINISTRATIVO.- El cual debe ser agotado 
por todas las entidades del orden estatal, aplicando lo expresamente dispuesto en 
las normas que rigen cada materia y de la cual, no escapa el uso de lista de elegibles 
en estricto orden de mérito, cuando en respuesta del 29 de agosto, la Agencia de 
Renovación Territorial y la Comisión Nacional del Servicio Civil no informaron sobre 
solicitud de uso de lista por derogatorias a pesar de que el 16 de agosto ya había 
mediante Resolución Nro 000893 de 16 de agosto de 2023, una derogatoria del 
nombramiento del señor  ALVARO RAMÓN ANTONIO MOSQUERA 
RAMOS identificado con cédula 14396513 quien ocupó posición 25 en audiencia y 
seleccionó la ciudad de Villavicencio. 

 
Argumentando lo anteriormente expuesto, es importante mencionar que mi ciudad 
de origen es Villavicencio-Meta, donde reside mi familia y la no intervención 
inmediata de parte de la Agencia de Renovación Territorial y la Comisión Nacional 
del Servicio Civil acarrearía un perjuicio irremediable en mi contra. 

 
SOLICITUD DE MEDIDA URGENTE PROVISIONAL: 
 
Teniendo en cuenta, mi posición meritoria en el uso de lista de elegibles que es la 
40, conforme a derogatoria del nombramiento en la vacante del señor ALVARO 
RAMÓN ANTONIO MOSQUERA RAMOS mediante Resolución Nro 000893 de 16 
de agosto de 2023, quien seleccionó la ciudad de Villavicencio; Derecho de petición 
que radiqué el 4 de septiembre de 2023 con solicitud de uso de lista de elegibles 
por derogatoria de nombramiento mediante Resolución Nro. 000893 de 16 de 
agosto de 2023; solicito se ordene la suspensión provisional del nombramiento de 
MIGUEL ANTONIO ANDRADE LARA quien ocupó posición 44 y fue nombrado en 
periodo de prueba con Resolución Nro.000995 de 8 de septiembre de 2023. Donde 
a la fecha no he tenido respuesta de derecho de petición ni de nombramiento en 
periodo de prueba conforme a mi posición meritoria que es la 40. 
 
FUNDAMENTOS JURÍDICOS  
 
Fundamento esta acción en el artículo 86 de la Constitución Política de 1991 y sus 
decretos reglamentarios 2591 y 306 de 1992; en los acuerdos y resoluciones que 
rigen el proceso concursal que nos ocupa como son: Acuerdo 0166 de 2020; 
Acuerdo 0236 de 2020; Acuerdo 0354 de 2020 y Resolución 19682 del 2 de 
diciembre de 2022. 
  
Igualmente invoco como fundamentos jurídicos las jurisprudencias que a 
continuación mencionaré:   



 
1. Derecho al debido proceso: En Sentencia T-295 de 2018 con ponencia de 
Gloria Stella Ortiz Delgado se expuso lo que sigue: “[E]l derecho al debido proceso 
comprende la garantía de que el proceso se lleve a cabo dentro de un plazo 
razonable. Sobre este aspecto, la Sentencia C-496 de 2015 dijo que el derecho a 
un plazo razonable se refiere “(…) a que el proceso se tramite sin dilaciones 
injustificadas” (…) En lo relacionado con el derecho al debido proceso la Corte 
Constitucional se ha referido en múltiples ocasiones dado su carácter de 
fundamental. De dichas jurisprudencias se desprende la garantía que tiene toda la 
población de tener una eficaz aplicación de la justicia y de todo tipo de procedimiento 
dentro de los parámetros de nuestro ordenamiento. En Sentencia C-341 de 2014, 
encontramos la siguiente referencia sobre el Debido Proceso: “La jurisprudencia 
constitucional ha definido el derecho al debido proceso como el conjunto de 
garantías previstas en el ordenamiento jurídico, a través de las cuales se busca la 
protección del individuo incurso en una actuación judicial o administrativa, para que 
durante su trámite se respeten sus derechos y se logre la aplicación correcta de la 
justicia.  
 
Hacen parte de las garantías del debido proceso: El derecho a la jurisdicción, que a 
su vez conlleva los derechos al libre e igualitario acceso a los jueces y autoridades 
administrativas, a obtener decisiones motivadas, a impugnar las decisiones ante 
autoridades de jerarquía superior, y al cumplimiento de lo decidido en el fallo; (ii) el 
derecho al juez natural, identificado como el funcionario con capacidad o aptitud 
legal para ejercer jurisdicción en determinado proceso o actuación, de acuerdo con 
la naturaleza de los hechos, la calidad de las personas y la división del trabajo 
establecida por la Constitución y la ley; (iii) El derecho a la defensa, Entendido como 
el empleo de todos los medios legítimos y adecuados para ser oído y obtener una 
decisión favorable. De este derecho hacen parte, el derecho al tiempo y a los medios 
adecuados para la preparación de la defensa; los derechos a la asistencia de un 
abogado cuando sea necesario, a la igualdad, la ley procesal, a la buena fe y a la 
lealtad de todas las demás personas que intervienen en el proceso; (iv) el derecho 
a un proceso público, desarrollado dentro de un tiempo razonable, lo cual exige que 
el proceso o la actuación no se vea sometido a dilaciones injustificadas o 
inexplicables;     (v) el derecho a la independencia del juez, que solo es efectivo 
cuando los servidores públicos a los cuales confía la Constitución la tarea de 
administrar justicia, ejercen funciones separadas de aquellas atribuidas al ejecutivo 
y al legislativo y (vi) el derecho a la independencia e imparcialidad del juez o 
funcionario, quienes siempre deberán decidir con fundamento en los hechos, 
conforme a los imperativos del orden jurídico, sin designios anticipados ni 
prevenciones, presiones o influencias ilícitas.” Lo anterior se plasma en la necesidad 
de acudir a la protección constitucional cuando ese proceso se ve modificado o 
violentado arbitrariamente, o que cualquier etapa sea llevada sin los elementos 
debidos.   
 
2. Derecho al acceso a cargos públicos.  
 
 La Constitución Política al regular la naturaleza de los empleos públicos y su forma 
de provisión, dispone: “ARTICULO 125. Los empleos en los órganos y entidades del 
Estado son de carrera. Se exceptúan los de elección popular, los de libre 
nombramiento y remoción, los de trabajadores oficiales y los demás que determine 
la ley. Los funcionarios, cuyo sistema de nombramiento no haya sido determinado 



por la Constitución o la ley, serán nombrados por concurso público. El ingreso a los 
cargos de carrera y el ascenso en los mismos, se harán previo cumplimiento de los 
requisitos y condiciones que fije la ley para determinar los méritos y calidades de 
los aspirantes”. En lo referente al derecho al trabajo y el acceso a cargos públicos 
encontramos en la   Constitución Política, que el trabajo es un derecho y una 
obligación social y goza, en todas sus modalidades, de la especial protección del 
Estado. Sobre el asunto, la Corte Constitucional en sentencia C-593 de 2014 ha 
mencionado: “La protección constitucional del trabajo, que involucra el ejercicio de 
la actividad  productiva tanto del empresario como la del trabajador o del servidor 
público, no está circunscrita exclusivamente al derecho a acceder a un empleo sino 
que, por el contrario, es más amplia e incluye, entre otras, la facultad subjetiva para 
trabajar en condiciones dignas, para ejercer una labor conforme a los principios 
mínimos que rigen las relaciones laborales y a obtener la contraprestación acorde 
con la cantidad y calidad de la labor desempeñada. Desde el Preámbulo de la 
Constitución, se enuncia como uno de los objetivos de la expedición de la 
Constitución de 1991, el asegurar a las personas la vida, la convivencia, el trabajo, 
la justicia, la igualdad, el conocimiento, la libertad y la paz. Es decir, el trabajo es un 
principio fundante del Estado Social de Derecho. Es por ello por lo que desde las 
primeras decisiones de la Corte Constitucional se ha considerado que “Cuando el 
Constituyente de 1991 decidió garantizar un orden político, económico y social justo 
e hizo del trabajo requisito indispensable del Estado, quiso significar con ello que la 
materia laboral, en sus diversas manifestaciones, no puede estar ausente en la 
construcción de la nueva legalidad”. Lo anterior implica entonces que dentro de la 
nueva concepción del Estado como Social de Derecho, debe entenderse la 
consagración constitucional del trabajo no sólo como factor básico de la 
organización social sino como principio axiológico de la Carta.”      
 El capítulo segundo de la Constitución Política de 1991 desarrolla la Función 
Pública y establece que los cargos en las entidades del Estado son de carrera, a 
excepción de los cargos de elección popular, los de libre nombramiento y remoción, 
a los trabajadores oficiales y los demás que determine la ley, esto es, los 
funcionarios cuyo sistema de nombramiento no haya sido establecido por la ley, 
serán nombrados, obligatoriamente por concurso público, y su ingreso a los cargos 
de carrera y el ascenso en los mismos, se deben hacer siempre y cuando hayan 
cumplido todos y cada uno de los requisitos y condiciones que determine la ley para 
comprobar los méritos y calidades de los aspirantes. De igual forma, el retiro de las 
personas inscritas en carrera se dará por calificación insatisfactoria en el 
desempeño del empleo, por violación del régimen disciplinario o las demás causales 
previstas en la Constitución o la Ley. Mientras que el acceso a cargos públicos es 
un derecho estrechamente ligado con la carrera administrativa, que, en palabras de 
la Corte Constitucional, está íntimamente vinculado con la protección del derecho 
político a acceder al desempeño de funciones y cargos públicos (Art. 407 C.P.) en 
condiciones que satisfagan la igualdad de oportunidades.  
 
La exigencia de un concurso público de méritos permite, a partir de un procedimiento 
abierto, democrático y sin dilaciones injustificadas, que los ciudadanos, sin distingo 
ni requisitos diferentes a las calidades profesionales que se exijan para el cargo 
correspondiente, pongan a consideración de las autoridades del Estado su intención 
de hacer parte de su estructura burocrática. Además, como se ha indicado, dicho 
mecanismo de selección debe responder a parámetros objetivos de evaluación, lo 
que impide tratamientos discriminatorios injustificados en el acceso al servicio 
público. Finalmente, la carrera administrativa otorga eficacia a los derechos 



subjetivos de los trabajadores, entre ellos los servidores públicos, en especial la 
estabilidad laboral, (…)”2. Por lo anterior, la misma Corporación en sentencia T-829 
de 2012, sobre el acceso a cargos públicos ha mencionado: “(…) en relación con 
los concursos de méritos para acceder a cargos de carrera, en numerosos 
pronunciamientos esta Corporación ha reivindicado la pertinencia de la acción de 
tutela pese a la existencia de la acción de nulidad y restablecimiento del derecho 
ante la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativa, que no ofrece la suficiente 
solidez para proteger en toda su dimensión los derechos a la igualdad, al trabajo, al 
debido proceso y el de acceso a los cargos públicos. (…) De igual forma, en la 
sentencia SU-133 del 2 de abril de 1998, la Corte señaló que en algunas ocasiones 
los medios ordinarios no resultan idóneos para lograr la protección de los derechos 
de las personas que han participado en concursos para acceder a cargos de carrera. 
Afirmó la referida providencia: “Así las cosas, esta Corporación ha considerado que 
la vulneración de los derechos a la igualdad, al trabajo y debido proceso, de la cual 
son víctimas las personas acreedoras a un nombramiento en un cargo de carrera 
cuando no son designadas pese al hecho de haber obtenido el primer lugar en el 
correspondiente concurso, no  encuentran solución efectiva ni oportuna en un 
proceso ordinario que supone unos trámites más dispendiosos y demorados que los 
de la acción de tutela y por lo mismo dilatan y mantienen en el tiempo la violación 
de un derecho fundamental que requiere protección inmediata.” En el mismo 
sentido, la Sentencia T-425 del 26 de abril 2001 se pronunció en los siguientes 
términos: “En un sin número de ocasiones esta colegiatura ha sostenido que 
procede la tutela para enervar los actos de las autoridades cuando desconocen los 
mecanismos de selección establecidos en los concursos públicos.   
En efecto: la vulneración de los derechos a la igualdad, al trabajo y debido proceso, 
de la cual son víctimas las personas acreedoras a un nombramiento en un cargo de 
carrera cuando no son designadas pese al hecho de haber obtenido el primer lugar 
en el correspondiente concurso, no encuentran solución efectiva ni oportuna en un 
proceso ordinario que supone unos trámites más dispendiosos y demorados que los 
de la acción de tutela y por lo mismo dilatan y mantienen en el tiempo la violación 
de un derecho fundamental que requiere protección inmediata.  
 
 FUNDAMENTO JURISPRUDENCIAL.   
 
EN LA SENTENCIA SU-613 DEL 6 DE AGOSTO DE 2002, LA CORTE REITERÓ 
ESTA POSICIÓN: 
 
 “… existe una clara línea jurisprudencial según la cual la acción de tutela es el 
mecanismo idóneo para controvertir la negativa a proveer cargos de carrera en la 
administración judicial de conformidad con los resultados de los concursos de 
méritos, pues con ello se garantizan no sólo los derechos a la igualdad, al debido 
proceso y al trabajo, sino también el acceso a los cargos públicos, y se asegura la 
correcta aplicación del artículo 125 de la Constitución. En hilo de lo expuesto, se 
concluye que según la jurisprudencia de esta Corporación, la acción de tutela es el 
instrumento judicial eficaz e idóneo con el que cuenta una persona para controvertir 
asuntos referentes a la provisión de cargos de carrera de conformidad con los 
resultados publicados en las listas de elegibles por los concursos de mérito, por 
cuanto, como se verá en el siguiente acápite, se pretenden garantizar no solo los 
derechos a la igualdad, al debido proceso y al acceso a cargos públicos, sino 
además la debida aplicación del artículo 125 de la Constitución Política.”  
 



PROCEDENCIA DE TUTELA PARA CONTROVERTIR DECISIONES 
ADOPTADAS EN EL MARCO DE UN CONCURSO PÚBLICO.   
 
SENTENCIA T-958/09         
 

 
 
 
PERJUICIO IRREMEDIABLE SENTENCIA T-956/13        



 

 
 
 
 

 



 
 
 
PRUEBAS  
 
 Con el fin de establecer la vulneración de los derechos fundamentales para los que 
se invoca la protección, solicito señor Juez se sirva tener en cuenta las siguientes 
pruebas: 
 

1. Resolución № 262 del 17 de enero de 2023 que conforma y adopta la Lista de 
Elegibles para proveer cuarenta y dos (42) vacante(s) definitiva(s) del empleo 
denominado GESTOR, Código T1, Grado 16, identificado con el Código OPEC 
No. 147212, MODALIDAD ABIERTO del Sistema General de Carrera 
Administrativa de la planta de personal de la AGENCIA DE RENOVACIÓN DEL 
TERRITORIO - ART, Proceso de Selección No. 1498 de 2020 – Nación 3. 

2. Resultado de audiencia donde el señor ALVARO RAMÓN ANTONIO 
MOSQUERA RAMOS identificado con cédula 14396513 quien ocupó posición 
25 seleccionó la ciudad de Villavicencio de la OPEC 147212 — GESTOR, 
Código T1, Grado 16, de la planta de la Agencia de Renovación del Territorio 
— ART.  

3. Resolución Nro 000893 de 16 de agosto de 2023 mediante la cual se efectúa 
derogatoria del nombramiento de ALVARO RAMÓN ANTONIO MOSQUERA 
RAMOS identificado con cédula 14396513 quien ocupó posición 25 seleccionó 
la ciudad de Villavicencio de la OPEC 147212 

4. Derecho de petición del 4 de julio donde yo solicité informe de cada una de las 
42 vacantes ofertadas, el listado de nombrados en período de prueba conforme 
a su ubicación en lista de elegibles, resultado de audiencia pública y respuesta 
de aceptación o no a dicho nombramiento.  

5. Respuesta de la Agencia de Renovación Territorial del 13 de julio a derecho de 
petición. 

6. Derecho de petición que radiqué el 7 de agosto de 2023 a la agencia de 
renovación territorial y a la Comisión Nacional del Servicio Civil con asunto: 
solicitud de información sobre proceso realizado con elegibles en posición 
meritoria que no participaron en audiencias de escogencia. 

 
 



7. Respuesta a derecho de petición de la Comisión Nacional del Servicio Civil del 
29 de agosto de 2023. 

8. Derecho de petición del cual no he tenido respuesta que radiqué a la 
Agencia de Renovación Territorial el 4 de septiembre de 2023 con solicitud 
de uso de lista de elegibles por derogatoria de nombramiento mediante 
Resolución Nro. 000893 de 16 de agosto de 2023 ALVARO RAMÓN ANTONIO 
MOSQUERA RAMOS identificado con cédula 14396513  para cargo 
de GESTOR, CODIGO T1, GRADO 16, OPEC 147212, de la planta de personal 
de la AGENCIA DE RENOVACIÓN DEL TERRITORIO-ART modalidad abierto 
del Sistema General de Carrera Administrativa, ofertado con el Proceso de 
Selección No. 1498 de 2020– Nación 3. 

9. Resolución de nombramiento del señor MIGUEL ANTONIO ANDRADE LARA 
quien ocupó posición 44 y fue nombrado en periodo de prueba con Resolución 
Nro.000995 de 8 de septiembre de 2023.  

 
 
PRETENSIONES  
 
 Solicito señor juez de manera respetuosa, se me tutelen mis derechos 
fundamentales al debido proceso y al acceso a cargos públicos a través del principio 
del mérito, los cuales, se encuentran estipulados en la Constitución Política de 
Colombia de 1991, y en consecuencia, se ordene a la COMISIÓN NACIONAL DEL 
SERVICIO CIVIL y a LA AGENCIA DE RENOVACIÓN DEL TERRITORIO:   
 
1. Se ordene la suspensión provisional del nombramiento de MIGUEL ANTONIO 

ANDRADE LARA quien ocupó posición 44 y fue nombrado en periodo de 
prueba con Resolución Nro.000995 de 8 de septiembre de 2023, mientras se 
toma una decisión de fondo.   

 
2. Sea tenida en cuenta mi posición meritoria en lista de elegibles, posición 40, 

como el Derecho de petición del cual no he tenido respuesta que radiqué a 
la Agencia de Renovación Territorial el 4 de septiembre de 2023 con solicitud 
de uso de lista de elegibles por derogatoria de nombramiento mediante 
Resolución Nro. 000893 de 16 de agosto de 2023 ALVARO RAMÓN ANTONIO 
MOSQUERA RAMOS identificado con cédula 14396513 quien ocupó 
posición 25 seleccionó la ciudad de Villavicencio  de la OPEC 147212 — 
GESTOR, Código T1, Grado 16, de la planta de la Agencia de Renovación del 
Territorio — ART.  

 
3. Sírvase ordenar a la CNSC, notificar personalmente y por medio de su página 

web, la admisión y existencia de la presente acción de tutela a los participantes 
de la convocatoria de la OPEC 147212.    

 
ANEXOS  • Los documentos relacionados en el acápite de pruebas 
 
 
 
 
 
 
 



CUMPLIMIENTO AL ARTÍCULO 37 DE DECRETO 2591/91: JURAMENTO 
 
 Manifiesto bajo la gravedad del juramento que no se ha presentado ninguna otra 
acción de tutela por los mismos hechos y derechos 
 

NOTIFICACIONES 
Las recibiré en el Correo electrónico: 
catalinda02-06@hotmail.com 

 

 Atentamente, 

 

Cindy Catalina Oidor García 
C.C. 1053797229 
Celular: 3114801873 

Dirección Calle 13 Nro 32-68 Apartamento 401 G Oasis Pasoancho L3, Cali Valle 
del Cauca. 
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